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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 239 DE 2013 

CÁMARA
por la cual se dictan disposiciones relacionadas con 
fondos especiales, se crea una tasa para el cobro de las 
tarjetas profesionales de abogado y se crea el Fondo 
Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial.

Bogotá, D. C., junio 11 de 2013 
Doctora 
ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 
Secretaria General 
Comisión Tercera 
Cámara de Representantes 
Ciudad.
Referencia: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 239 de 2013 Cámara, por la cual 
se dictan disposiciones relacionadas con fondos espe-
ciales, se crea una tasa para el cobro de las tarjetas 
profesionales de abogado y se crea el Fondo Cuenta 
Especial de Publicaciones de la Rama Judicial. 

Respetada doctora:
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Di-

rectiva de la Comisión Tercera de la Cámara de Repre-
sentantes, para estudiar el Proyecto de ley número 239 
de 2013 Cámara, por la cual se dictan disposiciones 
relacionadas con fondos especiales, se crea una tasa 
para el cobro de las tarjetas profesionales de abogado 
y se crea el Fondo Cuenta Especial de Publicaciones 
de la Rama Judicial, nos permitimos rendir ponencia 
para primer debate frente a la mencionada iniciativa. 

Nos permitimos presentar a la consideración de la 
Comisión Tercera de Hacienda y Crédito Público de la 
honorable Cámara de Representantes, ponencia favo-
rable para primer debate del Proyecto de ley número 
239 de 2013, por la cual se dictan disposiciones re-
lacionadas con fondos especiales y se crea el Fondo 
Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial, 
de iniciativa legislativa del Consejo Superior de la Ju-
dicatura, conforme a lo dispuesto en el numeral 4 del 
artículo 257 de la Constitución Política. 

El Consejo Superior de la Judicatura por mandato 
constitucional está encargado de preservar los princi-
pios esenciales del sistema de separación de poderes 
que son la autonomía e independencia de la función 
judicial (artículo 
direcciones concretas, a saber: la independencia interna 
con lo que quiso el constituyente exonerar al juez de 
la interferencia de sus superiores. Es decir, que toda 

pueda ejercer el superior jerárquico y para lo cual el 
control disciplinario de las actuaciones judiciales está a 
cargo de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Conse-
jo Superior de la Judicatura y la independencia externa 
con lo que el constituyente atribuyó funciones espe-
cializadas en materia de administración judicial a un 
organismo colegiado conformado por magistrados con 
capacidad de autogobierno y autoorganización, esto es 
la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Ju-

administración autónoma del presupuesto, la capacita-
ción judicial, la carrera judicial, la modernización de la 
infraestructura y tecnología, la descongestión judicial, 
la estadística judicial, el Registro Nacional de Aboga-
dos, entre otras funciones. 

-
ciencia de la gestión judicial que cada año reportan los 
despachos judiciales del país y para lo cual es preciso 
referir algunas cifras de la gestión del año 2012. 

Al iniciar el año 2012, el total de despachos perma-
nentes recibieron 2.243.689 procesos, correspondiendo 
el 96% de estos procesos a demanda de justicia nueva, 
mientras que los egresos fueron de 2.559.655 proce-
sos. Esto representa un índice de evacuación del 114%, 
indicando que de cada 100 procesos que ingresaron al 
sistema judicial a nivel nacional en el año 2012, los 
despachos permanentes lograron evacuar adicional-
mente el 14% de procesos de los inventarios. 

-
das, es necesario contar con la disponibilidad de recur-
sos públicos a efectos de lograr los propósitos que cada 
cuatro años se traza la Rama Judicial en el plan secto-
rial de desarrollo.
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El presupuesto de la Rama Judicial en el período 
1994-2013 ha venido reduciéndose gradualmente tanto 
en términos porcentuales como reales, pasando de ser 
el 1.98% en 1994 del PGN al 1.44% en 2013, mientras 
que en ese mismo lapso el PGN ha aumentado sosteni-
damente. 

-
cial solicitó una asignación presupuestal por valor de 
3,6 billones para funcionamiento y de 1,4 billones para 
inversión, para un total de 5.10 billones, que comporta 
la atención básica del servicio de la administración de 
justicia. Si bien, el Gobierno Nacional realizó un es-

-
crementar los recursos a 2.6 billones (2.3 billones para 
funcionamiento y 0.3 billones para inversión), lo que 

-
gencia 2012, aun así se requieren mecanismos legales 
que permitan la sostenibilidad de los recursos para el 
fortalecimiento presupuestal de la Rama Judicial. 

Por lo anterior, el Consejo Superior de la Judicatura, 
consciente de la necesidad de aportar soluciones que le 
permitan al Gobierno Nacional un alivio en el manejo 

dinamizar una de las fuentes de recursos de la Rama 
Judicial, como en efecto, lo son los fondos especiales 
previstos en el artículo 30 del Decreto número 111 de 
1996, el cual dispone: “Constituyen fondos especiales 

como los pertenecientes a fondos sin personería jurídi-
ca creados por el legislador (Ley 225 de 1995. Artículo 
27)”. 

Frente a lo cual es preciso señalar que en relación 
con algunas fuentes de recursos categorizadas como 
especiales, se presentan vacíos normativos que hacen 

acometer una adecuada gestión administrativa. 
Así las cosas, el proyecto de ley se propone regla-

mentar varias de las fuentes de recursos que administra 

i) contar con la reglamentación legal que permita re-
gularizar los “depósitos en situación especial”, de tal 
manera que se pueda hacer un uso efectivo de esos re-
cursos; ii) reglamentar el costo de la Tarjeta Profesional 
de Abogado y destinar los recursos para los programas 
de modernización de la Rama Judicial, y iii) crear un 
fondo de publicaciones que facilite la difusión y co-
mercialización de los productos y publicaciones de la 
Rama Judicial, no sólo para que constituyan una fuente 
de ingresos, sino, adicionalmente, como instrumento 
de divulgación y formación integral; tal como se expli-
ca a continuación: 

1. Depósitos judiciales en situación especial
En primer término, es importante referirle a los ho-

norables Congresistas que existen depósitos judiciales 
que por diversas circunstancias, tales como: antigüe-
dad, inexistencia del expediente, falta de datos, incon-
sistencias, etc., no son reclamados y, por lo tanto, no se 
realiza su pago, así como tampoco son declarados pres-
critos. Estos depósitos se conocen como “Depósitos en 
situación especial”. 

Por regla general y frente a los depósitos que no es-
tán en situación especial, los jueces, como responsables 
de ellos, tienen dos posibilidades, a saber: i) ordenar el 
pago, o ii) declararlos prescritos. Respecto de la segun-
da alternativa, esta fue regulada por el artículo 9° de la 

633 de 2000, que consagra el término general de pres-
cripción de dos años contados a partir de la terminación 
del proceso o de tres años para los de origen laboral, 

si luego de su constitución no se hubiere iniciado el 
proceso para reclamarlos. Dicha norma otorgó a la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
la posibilidad de establecer el procedimiento, lo cual se 
hizo principalmente con la expedición de los Acuerdos 
números 1115 y 1116 de 2001.

Así mismo, la Sala Administrativa en aras de ejercer 
un mayor control respecto de los “depósitos en situa-
ción especial”, el pasado 30 de mayo de 2012, expidió 
los Acuerdos números 9472 y 9473, por medio de los 
cuales se reglamentan los procedimientos necesarios 

-

proyecto de ley es contar con un soporte legal que per-
mita regularizar los “depósitos en situación especial”; 
de tal manera que se pueda hacer un uso efectivo de 
esos recursos. 

No obstante y a pesar de las regulaciones que ha 
expedido la Sala Administrativa, respecto de los “de-
pósitos en situación especial” su condición tiende a ser 

pueden ser pagados ni declarados prescritos. Es por 

de orden normativo, que conlleva una tercera alterna-
tiva, la cual deriva en que esos recursos, que mientras 
sean “especiales” no son de nadie, pasen a engrosar el 
erario público. 

En adición a lo expuesto y en aras de acreditar como 
son diversos los mecanismos que se vienen implemen-
tando para una mejor administración y disposición de 
los depósitos judiciales, es pertinente precisar que si 
bien el manejo de ellos se viene realizando a través de 
formularios y formatos, por medio de los cuales los 
jueces y algunas autoridades administrativas disponen 
de ellos y comunican sus decisiones al único deposita-
rio de los mismos que es el Banco Agrario, la Sala Ad-
ministrativa está trabajando con esta entidad para im-

un portal web transaccional, que le permitirá a los res-
ponsables gestionar operaciones de control o consulta 
utilizando variables como: el número del depósito, el 
número del proceso, el despacho, el número de identi-

hoja de vida del depósito, entre otros. 
De otra parte, el portal web permitirá realizar ope-

raciones de disposición o transacciones, por las cuales 
se adoptarán decisiones acerca de los depósitos y su 
manejo, con las siguientes posibilidades: apertura de 
cuenta, reporte de novedad, cancelación de cuenta, 
constitución de depósitos, conversión masiva, fraccio-
namiento, prescripciones, actualización de procesos 
creados, entre otros. 

Respecto del tema que nos ocupa, el Banco Agrario 
informó que durante el periodo comprendido entre el 
año 1900 y el 2000, se constituyeron depósitos judicia-
les por un valor de $97.084.454.825, como se observa 
en el siguiente cuadro:

CUADRO N° 1
Depósitos Judiciales constituidos entre 1900  

y 2000

Detalle
Cantidad de Depósitos Cifras en Pesos

Periodo Cantidad 
acumulada Periodo Valor  

acumulado
Entre 1900 y 1944 102 102 3.587.262 3.587.262
Entre 1946 y 1956 530 632 52.929 3.640.191
Entre 1957 y 1967 17.156 17.788 5.887.129 9.527.320
Entre 1968 y 1978 177.598 195.386 121.625.048 131.152.368
Entre 1979 y 1989 548.852 744.238 3.711.714.622 3.842.866.990
Entre 1990 y 2000 1.054.318 1.798.556 93.241.587.835 97.084.454.825
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De ser aprobado este proyecto de ley, se iniciaría a 
través de los despachos judiciales el proceso de análisis 

de determinar si pueden ser pagados o declarados pres-
critos. En caso de que ello no sea factible, por causas 
tales como la inexistencia del proceso en el despacho a 
cuyo cargo están, o de solicitud para su pago, o de pe-
tición de otro despacho para proceder a su conversión; 
así como todos los que hayan sido consignados en el 
Banco Agrario o estén a su cargo, sin que se tenga iden-

deberían estar, se aplicaría el procedimiento contem-
plado en la norma propuesta. 

En relación con los artículos 1° y 2° del proyecto 
-

dica de los depósitos judiciales “en situación especial” 
cuando dispone: “sin perjuicio de que si posteriormente 
se recibe orden de autoridad competente, se disponga 
su pago contra los saldos que administra el Fondo”, la 
Comisión de Ponentes propone prever un porcentaje de 
reserva que garantice anualmente a terceros la probabi-
lidad de que posteriormente sean reclamados los valo-
res del depósito judicial. 

Es preciso señalar que los aportes en la redacción 
de esta parte, así como la previsión de la reserva con-

-
nida, dando solución jurídica a la imposibilidad de 
disposición de depósitos judiciales de muchos años 
de antigüedad. Por lo que consideramos de suma im-
portancia su incorporación al proyecto de ley. Es pri-

los recursos de cada depósito judicial, se trata de darle 
piso jurídico a una situación riesgosa para los jueces 

-

su constitución y, en todo caso, se están garantizando 
los derechos de los usuarios de la justicia previendo su 
pago, si posteriormente existiera la reclamación. 

Para tal propósito, podría evaluarse un porcentaje 
de reserva del 5% del total del recaudado de depósitos 
judiciales con más de diez años de constitución que ha-
yan pasado al Fondo de Modernización, Descongestión 
y Bienestar de la Administración de Justicia con fecha 
de corte al 31 de diciembre del año inmediatamente an-
terior a la vigencia en la cual han de ser incorporados 
en el presupuesto de la Rama Judicial. 

2. Tasa por la prestación del servicio de la Tarje-
ta Profesional de Abogado 

El Decreto número 196 de 1971, establece que para 
ejercer la profesión de abogado se requiere estar ins-
crito como tal en el Registro Nacional de Abogados, 
y para su inscripción se debe haber obtenido el título 
correspondiente reconocido legalmente por el Estado. 

Por su parte, el numeral 20 del artículo 85 de la Ley 
270 de 1996, atribuye a la Sala Administrativa del Con-
sejo Superior de la Judicatura la función de expedir la 
Tarjeta Profesional de Abogado, que a su vez se delegó 
a la Unidad de Registro Nacional de Abogados median-
te Acuerdos números 002 de 1996 y 1389 de 2002. 

Mediante Acuerdo número 180 de 1996, la Sala Ad-
ministrativa estableció un nuevo formato con normas, 
características de elaboración y seguridad de la Tarjeta 
Profesional de Abogado, con el objeto de que el siste-

necesidad de garantizar su autenticidad, actualización y 

A pesar de estas regulaciones, el proyecto de ley 
está orientado a proporcionar una base legal que pre-

serve la seguridad jurídica para la prestación del ser-
vicio de expedición de la Tarjeta Profesional de Abo-
gado, ya que el Decreto número 196 de 1971 facultó 
al Ministerio de Justicia para ello, y, por tanto, se hace 
necesario actualizar el marco normativo en relación 
con las instituciones originadas en la Constitución de 
1991 y la regulación de una tasa por la prestación de 
dicho servicio. 

De conformidad con el procedimiento establecido 
en el artículo 11 del Proyecto de ley número 239 de 
2013, se proyecta que el recaudo esperado ascienda 
para el año 2014 a la suma de $1.772.472.700, tal y 
como se observa en el Cuadro N° 2.

CUADRO N° 2
Costos proyectados para el 2014

1 COSTO TOTAL DE LA INVERSIÓN DURANTE EL HORIZONTE 
DEL PROYECTO

$12.891.297.207

2 CANTIDAD DE DOCUMENTOS POR LOS CUALES SE RECI-
BIRÍA PAGO 

 101.784

3 COSTO PROYECTADO DE LA NUEVA TARJETA PROFESIO-
NAL= (1)/(2)

$126.654

4 TARJETAS PROYECTADAS PARA EL 2014  16.710
5 VALOR OBTENIDO POR LA EXPEDICIÓN DE LA TARJETA 

=(3)*(4)
$2.116.381.210

6 COSTOS DE ELABORACIÓN $343.908.510
7 RECURSOS PROYECTADOS QUE INGRESARÍAN AL FONDO 

=(5)-(6)
$1.772.472.700

A manera de información, el Cuadro N° 3 detalla 
el costo de las tarjetas de las diferentes profesiones vs. 
costo promedio y costo proyectado para la tarjeta de 
abogado, así:

CUADRO N° 3
Valor tarjeta profesional diferentes  

profesiones

PROFESIONES ENTIDAD QUE EXPIDE  
EL DOCUMENTO

CIFRAS 
EN PESOS

Ingeniería Consejo Nacional Profesional de 
Ingeniería

$291.000 

Administración de em-
presas

Consejo Profesional de Adminis-
tración de Empresas

$165.000 

Contaduría Junta Central de Contadores $200.000 
Psicología Colegio Colombiano de Psicó-

logos
$204.000 

Arquitecto Consejo Profesional Nacional de 
Arquitectura y sus Profesionales 
Auxiliares Colombia

$515.000 

Valor promedio Tarjetas Profesionales $275.000 
Promedio propuesto para la tarjeta de abogado $126.654 

3. Fondo Cuenta Especial de Publicaciones de la 
Rama Judicial 

El Centro de Documentación Judicial (CENDOJ), 
adscrito a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, tiene la función de gestionar la obten-
ción de material para las publicaciones y para la reali-
zación de teleconferencias y/o programas de televisión 
de la Rama Judicial. 

Por su parte, la Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, también adscrita a la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura, tiene la fun-
ción de elaborar textos, materiales de apoyo, audio-
visuales, guías y demás ayudas docentes, necesarias 
para la realización de los cursos de formación judi-
cial. Así mismo, la Escuela tiene el deber de ade-
lantar proyectos de investigación, elaborar textos, 
material audiovisual, guías y demás ayudas docentes 
necesarios para llevar a cabo capacitaciones y planes 
académicos. 

La orientación de estas actividades y la elaboración 
de estos productos propenden por el respeto de la in-
dependencia del Juez, el carácter integral y sistemático 
de la formación, la participación de los miembros de la 
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judicatura en los procesos de capacitación, el mejora-
miento de la administración de justicia y su permanente 
democratización. 

Debido al reconocimiento que la formación judicial 
ha adquirido en el país e incluso a nivel iberoameri-
cano, se hace necesario crear un fondo de publicacio-
nes que facilite la difusión y comercialización de los 
productos y publicaciones de la Rama Judicial, no 
sólo para que constituyan una fuente de ingresos, sino, 
adicionalmente, como instrumento de divulgación y 
formación integral, mediante el desarrollo de progra-
mas de investigación y educación continuada, para el 
fortalecimiento de competencias, la promoción del co-
nocimiento y el respeto de los derechos consagrados 
en la Constitución, puestos al servicio de la sociedad 
colombiana. 

En este orden de ideas, el Fondo de Publicaciones 
de la Rama Judicial, tiene como objetivo general la 
distribución y comercialización entre personas natu-
rales o jurídicas y de derecho público o privado y la 
difusión o adquisición a título gratuito u oneroso de 
las publicaciones y los materiales educativos elabo-
rados o adquiridos como parte de los procesos inves-
tigativos, pedagógicos y tecnológicos, desarrollados 
por la Rama Judicial, y de los que surjan de la coope-
ración y alianzas estratégicas que se establezcan con 
universidades, entidades u organismos nacionales e 
internacionales. 

Para tal propósito, se determinaron los módulos sus-

recursos que por este concepto ingresarían al Fondo de 

experto encargado de la construcción de un módulo, 
el costo del metodólogo contratado para hacer la revi-
sión y su actualización, el costo correspondiente a la 
diagramación, elaboración e impresión de ejemplares, 
así como los costos de publicidad y envío de los ejem-
plares. 

costo promedio de un módulo aplicando un incremen-
to del 35%, considerando como cliente potencial un 
número de profesionales del derecho que se interesen 
en las obras de divulgación de la Rama Judicial, tal y 
como se detalla en el Cuadro N° 4:

CUADRO N° 4
Proyección de recursos por comercialización de 

módulos
Cifras en pesos

DETALLE CIFRAS  
EN PESOS

1. Número de profesionales del derecho promedio por año 16.964
2. Costo por obra $42.281
3. TOTAL =(1)*(2) $717.254.884
4. Costo por obra incrementado en un 35% = (2)*1,35% $57.079
5. TOTAL= (4)*(1) $968.294.093
6. RECURSOS DESTINADOS AL FONDO=(5)-(3) $251.039.209

Los ingresos proyectados que apalancarían serían 
del orden de $251.039.209. 

De otra parte, para la comercialización de códigos 
comentados se determina como cliente potencial el 2% 
del total promedio de profesionales del derecho que 
anualmente se interesen por este tipo de publicaciones, 
es decir, 339 profesionales. Así mismo, se detallan los 
costos reales de las publicaciones vs. los costos proyec-
tados, tomando como referente los precios promedio 
del mercado. Por este concepto, se estima un recaudo 
con destino al Fondo de Publicaciones del orden de 
$75.320.465. 

Así las cosas, el recaudo estimado por los concep-
tos previstos en el proyecto de ley, en total ascende-
rían a la suma de $99.183.320.422, tal como se detalla 
en los cuadros precedentes y se consolida en el Cua-
dro N° 5.

CUADRO N° 5
Resumen proyección de ingresos Proyecto  

de ley número 239 de 2013
Cifras en pesos

ACTIVIDAD VR. TOTAL
1. DEPÓSITOS JUDICIALES PENDIENTES DE PAGO 
CONSTITUIDOS ENTRE LOS AÑOS 1900 Y 2000

97.084.454.825

2. TARJETAS PROFESIONALES 1.772.505.923
3. COMERCIALIZACIÓN DE PUBLICACIONES 326.359.675
TOTALES 99.183.320.422

Finalmente, en cuanto al trámite legislativo, en 
atención a lo dispuesto en el artículo 154 de la Cons-
titución, en concordancia con el artículo 142 de la 
Ley 5ª de 1992, como quiera que se trata de materias 
relativas a tributos, es necesaria la coadyuvancia del 
Gobierno Nacional, razón por la cual, el Consejo Su-
perior de la Judicatura desde el momento de la pre-
sentación del proyecto de ley, puso en conocimiento 
del señor Ministro de Hacienda y Crédito Público y 
de la señora Ministra de Justicia y del Derecho, el 
contenido del proyecto del ley y solicitó su apoyo y 
acompañamiento en el proceso de trámite legislativo, 
enfatizándoles la importancia de fortalecer el recau-
do de recursos por concepto de fondos especiales que 

Rama Judicial. 
Proposición

Por todo lo anterior, se presenta ponencia favorable 
para primer debate, solicitando de la manera más res-
petuosa a los honorables Congresistas de la Comisión 
Tercera de la honorable Cámara de Representantes su 
acompañamiento a esta importante iniciativa, que per-
mitirá avanzar en la consecución de recursos propios.

De los señores Representantes,
Honorable Representante Alejandro Carlos Chacón 

Camargo, Coordinador Ponente.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  

DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 239 DE 2013 CÁMARA

por la cual se dictan disposiciones relacionadas con 
fondos especiales, se crea una tasa para el cobro de las 
Tarjetas Profesionales de Abogado y se crea el Fondo 
Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

 
y apropiación de depósitos judiciales  

en situación especial
Artículo 1°. Procedimiento. El Fondo de Moderni-

zación, Descongestión y Bienestar de la Administra-
ción de Justicia, recibirá y mantendrá en una cuenta es-
pecial los recursos provenientes de los depósitos judi-
ciales con más de diez años de constitución, los que no 
puedan ser pagados o declarados prescritos por causas 
tales como la inexistencia del proceso en el despacho a 
cuyo cargo están, o de solicitud para su pago, o de pe-
tición de otro despacho para proceder a su conversión; 
así como todos los que hayan sido consignados en el 
Banco Agrario o estén a su cargo, sin que se tenga iden-

deberían estar. 
Artículo 2°. Término. Esos depósitos pasarán a ser 

recursos del Fondo cuando hayan transcurrido dos años 
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desde que fueron transferidos a la cuenta especial, sin 
perjuicio de que si posteriormente se recibe orden de 
autoridad competente, se disponga su pago contra los 
saldos que administra el Fondo. 

Parágrafo. La Sala Administrativa del Consejo Su-
perior de la Judicatura reglamentará el procedimiento 
para los efectos de la presente ley. 

Fondo Cuenta Especial de Publicaciones  
de la Rama Judicial

Artículo 3°. Creación del Fondo de Publicaciones 
de la Rama Judicial. Créase el Fondo Cuenta Especial 
de Publicaciones de la Rama Judicial. El Fondo no tie-
ne personería jurídica y se manejará como una cuenta 
adscrita a la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial - Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura, gozará de patrimonio propio y autono-
mía administrativa de recursos para las publicaciones 
que realice la Rama Judicial, su destinación es única y 

de la Nación –Rama Judicial– Consejo Superior de la 
Judicatura y el fortalecimiento, la modernización y uso 
de las Tecnologías de la Información y Comunicacio-
nes (TIC). 

Parágrafo. La Sala Administrativa del Consejo Su-
perior de la Judicatura establecerá su funcionamiento. 

Artículo 4°. Objetivo. El Fondo de Publicaciones 
de la Rama Judicial, tiene como objetivo general la 
distribución y comercialización entre personas natu-
rales o jurídicas y de derecho público o privado y la 
difusión o adquisición a título gratuito u oneroso de las 
publicaciones y los materiales educativos elaborados o 
adquiridos como parte de los procesos investigativos, 
pedagógicos y tecnológicos, desarrollados por la Rama 
Judicial, y de los que surjan de la cooperación y alian-
zas estratégicas que se establezcan con universidades, 
entidades u organismos nacionales e internacionales. 

Artículo 5°. Ingresos. Los ingresos del Fondo de 
Publicaciones de la Rama Judicial estarán constituidos 
por los siguientes rubros: 

-
corporen del Presupuesto Nacional;

b) Los ingresos que se obtengan como resultado de 
la comercialización de las publicaciones de la Rama 
Judicial;

c) Los aportes y donaciones de origen público o 
privado, que provengan de la cooperación y alianzas 
estratégicas que se establezcan con entidades u orga-
nismos nacionales e internacionales. 

Parágrafo. En todos los casos se respetarán las dis-
posiciones contenidas en la Ley 23 de 1982, por lo cual 
será necesaria la autorización de los autores para efec-
tos de la comercialización de las obras. 

Artículo 6°. Dirección y Administración. La Ad-
ministración y orientación del gasto estará a cargo del 
Director Ejecutivo de Administración Judicial, con las 
orientaciones que imparta la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura. 

Artículo 7°. Información. Para efectos de determinar 
el monto de los recursos a ser apropiados por la Rama 
Judicial, la Dirección Ejecutiva de Administración Ju-
dicial podrá solicitar a las entidades reportes trimes-
trales de los recursos que serán girados a la Dirección 
General del Crédito Público y del Tesoro Nacional del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Los giros se 
realizarán dentro de los diez (10) días siguientes al ven-
cimiento del respectivo trimestre. Una vez realizado el 
giro las entidades remitirán a la Dirección Ejecutiva de 
la Administración Judicial - Consejo Superior de la Ju-

dicatura, copia de la liquidación, con indicación clara 
y pormenorizada de la base de liquidación y del recibo 
de consignación. 

Tasa por la prestación del servicio de la Tarjeta 
Profesional de Abogado

Artículo 8°. Obligación tributaria. La presente ley 
regula la tasa por la prestación del servicio de la expe-
dición de la Tarjeta Profesional de Abogado y su dupli-
cado por pérdida de la misma, o corrección de datos a 
voluntad de su titular, a cargo del Consejo Superior de 
la Judicatura. 

Parágrafo. Cuando se expida la Tarjeta Profesional 

de datos, por error del Consejo Superior de la Judicatu-
ra, no se debe cobrar ninguna tasa por la prestación de 
dicho servicio. 

Artículo 9°. Principios. Para la regulación y cobro 
de esta tasa, se tendrán en cuenta los principios de re-
presentación popular, legalidad, equidad, igualdad, 
progresividad y recuperación del costo. En desarrollo 
de los principios de la función pública, el Consejo Su-
perior de la Judicatura propenderá por la moderniza-

economía. 
Artículo 10. Elementos. Los elementos de la tasa de 

que trata esta ley, son los siguientes: 
a) Hechos generadores. Constituyen hechos genera-

dores, los servicios, prestados por el Consejo Superior 
de la Judicatura, de: 

1. Expedición de la Tarjeta Profesional de Abogado. 
2. Expedición del duplicado de la Tarjeta Profesio-

nal de Abogado, y 
3. Expedición de Tarjeta Profesional de Abogado 

por corrección de datos a voluntad de su titular. 
4. Expedición por programas de renovación tecno-

lógica;
b) Sujeto Activo. El sujeto activo de esta tasa será 

el Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Sala 
Administrativa - Dirección Ejecutiva de Administra-
ción Judicial;

c) Sujeto Pasivo. Tendrán la condición de sujetos 
pasivos, las personas naturales que hayan optado por el 
título de abogado y que soliciten la Tarjeta Profesional 
de Abogado, bien por primera vez, por duplicado o por 
corrección de datos a voluntad de su titular;

-
re esta ley será establecida con sujeción a los principios 

° 
y 6°, en relación con los hechos generadores previstos 
en el literal a) del presente artículo. 

Artículo 11. De la tarifa de la tasa se los servicios 
que presta el Consejo Superior de la Judicatura. Para 
determinar el importe tributario por pagar, a cargo de 
los sujetos pasivos, se establecen las siguientes reglas: 

a) Autoridad administrativa facultada para esta-
blecer la tarifa. De conformidad con el inciso 2° del 
artículo 338 de la Constitución Política, la Sala Admi-
nistrativa del Consejo Superior de la Judicatura es la 
autoridad administrativa autorizada para establecer la 
tarifa por el servicio de expedición de la Tarjeta Profe-
sional de Abogado que presta el Consejo Superior de la 
Judicatura, de acuerdo con el sistema y método para la 
determinación del costo de los servicios y la forma de 
repartirlo entre los usuarios;

b) Método. La Sala Administrativa adoptará las si-
guientes pautas técnicas para determinar la tarifa de los 
servicios: 



Página 6 Jueves, 13 de junio de 2013 GACETA DEL CONGRESO  413

demás insumos tecnológicos y de recurso humano, uti-
lizados para el montaje, administración, capacitación, 
mantenimiento, reparación y cobertura del servicio. 
Cuando alguno de los procedimientos se deba contratar 
con terceros, se considerará el valor del servicio con-
tratado. 

manejo de bases de datos, acceso a otros servicios de 
-

ción de servicios, actualización, alianzas estratégicas, 
herramientas, provisiones, sostenimiento y demás gas-
tos asociados. 

-
sarios para garantizar plenamente la prosecución de un 

-
te para los usuarios de acuerdo con las funciones que 
cumple el Consejo Superior de la Judicatura. 

4. Estimación de la cantidad promedio de utiliza-
ción de los servicios generadores de la tasa;

c) Sistema para determinar costos. En desarrollo 
de los principios previstos en esta ley, se determina-

valoración y ponderación, teniendo en cuenta los insu-
mos, manejo de bases de datos, acceso a otros sistemas 

-
-

nistración, mantenimiento, sostenimiento, reparación, 
actualización, provisiones, cobertura, ampliación de 
servicios, capacitación, seguridad del sistema de infor-

d) Forma de hacer el reparto. La tarifa para los ser-
vicios prestados y descritos en la presente ley, tendrá en 

-
te artículo y será el resultado de dividir la suma de los 
valores obtenidos de acuerdo con los numerales 1, 2 y 3 
del literal e) de este artículo, por la cantidad promedio 
de utilización descrita en el numeral 4 del mismo literal 
e) de este artículo.

bienes y servicios que presta la entidad, los incremen-
-

ción anual. 
Parágrafo 2°. En atención a los principios estableci-

dos en la presente ley, el Consejo Seccional garantizará 

las tarifas de las tasas deberán reducirse proporcional-
-

que, una vez esta sea implementada. 
Parágrafo 3°. En todo caso, para la determinación 

de las tarifas de cada uno de los servicios contemplados 
en el artículo 8° de la presente ley, sólo se incluirán los 
costos marginales en los que el Consejo Superior de la 
Judicatura incurra para la prestación de los mismos. Se 
entiende por costos marginales, aquellos costos iden-

física o electrónica de la información que el Consejo 
Superior de la Judicatura pone a disposición del públi-
co para su adquisición. 

Artículo 12. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su publicación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Honorable Representante Alejandro Carlos Chacón 
Camargo, Coordinador Ponente.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN TERCERA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
(Asuntos Económicos)

Bogotá, D. C., 11 de junio de 2013
En la fecha se recibió en esta Secretaría la ponencia 

para primer debate del Proyecto de ley número 239 de 
2013 Cámara, por la cual se dictan disposiciones rela-
cionadas con fondos especiales, se crea una tasa para el 
cobro de las tarjetas profesionales de abogado y el Fondo 
Cuenta Especial de Publicaciones de la Rama Judicial.

Autor: Presidente Consejo Superior de la Judicatu-
ra, doctor Ricardo H. Monroy Church.

Ponente: honorable Representante Alejandro Car-
los Chacón Camargo y se remite a la Secretaría Ge-
neral de la Corporación para su respectiva publicación 
en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el 
artículo 156 de la Ley 5ª de 1992.

La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Barrera.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 262  
DE 2013 CÁMARA

por medio de la cual la Nación se asocia y rinde ho-
menaje al municipio de La Sierra, del departamento 
del Cauca, con motivo de la celebración de los 100 

años de fundación.
Bogotá, D. C., junio 5 de 2013
Honorable Representante
JUAN FELIPE LEMOS URIBE
Presidente
Comisión Cuarta Constitucional Permanente
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer de-

bate Cámara al Proyecto de ley número 262 de 2013 
Cámara.

Respetado señor Presidente:
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 156 

de la Ley 5ª de 1992 y en cumplimiento de la desig-
nación encomendada por la Mesa Directiva de la Co-
misión Cuarta Constitucional Permanente; a través de 
su Presidente; el honorable Representante Juan Felipe 
Lemos Uribe; de la manera más atenta, se procede a 
rendir ponencia para primer debate del Proyecto de ley 
número 262 de 2013 Cámara, por medio de la cual la 
Nación se asocia y rinde homenaje al municipio de La 
Sierra, del departamento del Cauca, con motivo de la 
celebración de los 100 años de fundación, ponencia 
que se sustenta en los siguientes términos:

1. Objeto del proyecto
El presente proyecto pretende que la Nación se vin-

cule y rinda homenaje al municipio de La Sierra (Cau-
ca), con motivo de la celebración de los 100 años de 
su fundación autorizando las apropiaciones presupues-

las partidas presupuestales necesarias que permitan la 
-

tructura de utilidad pública y de interés social, cultural 
que permiten el desarrollo regional y a la comunidad 
del mencionado municipio en el departamento del Cau-
ca, tales como:

1. Construcción de la Casa de la Cultura. 
2. Construcción de la cubierta de la Galería Muni-

cipal.
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3. Construcción del Polideportivo de la Vereda Los 
Arboles. 

4. Mejoramiento de las vías terciarias del munici-
pio. 

2. 
La iniciativa legislativa en estudio, fue presentada a 

consideración del Congreso de la República, por el ho-
norable Representante Crisanto Pizo Mazabuel; cuya 

-
pública, para que sea más que un sentido homenaje a 
un municipio pujante del departamento del Cauca, que 
conmemora los cien años de su fundación; motivo por 
el cual se pide la vinculación de la Nación a esta cele-
bración.

No sería el presente proyecto, un verdadero motivo 
de exaltación al municipio de La Sierra (C.), si no se 
reconocen sus aspectos característicos y, para ello, se 
hará una exposición de las generalidades, de los hechos 
que fueron historia, origen de su nombre y que antece-
dieron a su fundación.

El municipio de La Sierra, departamento del Cauca 
fue fundado por Cristóbal Cerón el 18 de abril de 1913 
(Ordenanza número 27 de 1913). 

La historia del municipio de La Sierra se remota 
400 años atrás cuando los españoles se asentaron en 
la zona de los Árboles (Vereda del municipio de La 

cruce de caminos hacia Almaguer, que por ese entonces 
era un municipio con gran actividad económica. Por 
la necesidad de establecer lugares de albergue donde 
los viajeros y caminantes pudieran descansar, se crea el 
primer caserío llamado “Casas Posadas” que consistía 
en la construcción de pequeñas viviendas provisiona-
les que servían de hospedaje a los viajeros que tran-
sitaban hacia Popayán o Quito, y que por condiciones 
de tiempo o distancia tenían que pernoctar en el lugar. 
El caserío fue tomado por el General Arboleda, como 
centro de combate de guerra de 1841, razón por la cual 
fue abandonado por sus habitantes, los cuales buscando 
otro sitio de asentamiento llegaron al sector de Pueblo 
Viejo y posteriormente al lugar donde hoy se encuentra 
ubicado el municipio de La Sierra. 

Según documento con fecha de noviembre 12 de 
1917, el caserío donde actualmente se encuentra la 
cabecera municipal, fue fundado en 1884 aproximada-
mente, después del incendio del sector llamado Pueblo 
Viejo localizado a un kilómetro de distancia de la ca-
becera municipal actual. Entre el año de 1884 y 1894 
estuvieron las familias limpiando el terreno y buscan-
do dónde ubicarse y dónde construir el templo, hasta 
que encontraron el mejor sitio y fue la construcción del 
templo lo que atrajo con mayor fuerza el asentamiento 
y la construcción de viviendas, por ser una comunidad 
católica.

Relata la historia que se conocen como fundadores 
a los señores Juan Domingo Cruz, Isidro Muñoz, Pa-
tricio Cruz, Nicolás Flórez y Petrona Muñoz, y que el 
nombre del municipio se dio porque el asentamiento se 

en el Cerro Mina Surco. El 18 de abril de 1913 se funda 
el municipio, ejerciendo como la primera autoridad ci-
vil (Alcalde) el 7 de diciembre de 1913 el señor Adolfo 
Urrutia, y el 11 de mayo de 1915, La Sierra alcanza 

de la Provincia de El Patía, departamento del Cauca.
El municipio de La Sierra hace parte de la región 

del macizo colombiano, ubicado en la parte central del 
departamento del Cauca, se encuentra a 1760 m.s.n.m. 
posee los tres pisos térmicos (frío, templado y cálido), 

tiene una extensión de 217 km2 y limita al norte con el 
municipio de Rosas, al oriente con el municipio de Sol-
tará, al sur con el municipio de La Vega y al occidente 
con los municipios de El Tambo y Patía del departa-
mento del Cauca.

La Sierra se encuentra a 90 minutos de recorrido 
desde Popayán (C.), es considerado la puerta de en-
trada al macizo colombiano, tiene una geomorfología 
montañosa, y es también cabecera de aguas, por lo que 
cuenta con una gran riqueza en biodiversidad.

Al igual que la mayoría de los municipios del depar-
tamento de Cauca, el municipio de la Sierra es primor-
dialmente agrícola, siendo el cultivo de café y la caña 
panelera sus principales fuentes de ingreso; otra parte 
del suelo es utilizado para combinar cultivos de pan 
coger, pastos y rastrojos. 

En la actualidad, el municipio está impulsando la 
labor del ecoturismo de la región debido a la cantidad 
de paisajes y belleza ecológica que existe en su terri-
torio, para tratar de mejorar el desarrollo económico y 
social, y utilizando esta actividad como instrumento de 
protección y cuidado de estas áreas.

El municipio de La Sierra presenta una situación 
ambivalente, por un lado una gran riqueza ambiental 
que cada vez se ha ido deteriorando por el mal manejo 
de los recursos naturales y por otro, altos índices de 
pobreza y marginalidad.

Según datos del Censo de 2005 - DANE, el departa-
mento del Cauca tiene un NBI del 61.6%, encontrándo-
se que los municipios que componen la ecorregión del 
macizo colombiano, tienen niveles de NBI muy altos 
en sus zonas rurales. Para el caso particular el munici-
pio de La Sierra, el índice de NBI es de 70.32%. 

Como una forma de contrarrestar las desigualdades 

en esta región del sur del país, golpeando fuertemente 
a la población civil en los últimos años y sobre todo 
en todo el departamento del Cauca, conllevando a ase-
sinatos sistemáticos individuales, coacción de las li-
bertades ciudadanas desapariciones y desplazamientos 
forzados; es que se ha solicitado que con ocasión de 
la celebración de los 100 años de fundado, se puedan 
incorporar recursos al municipio para la ejecución de 
obras que contribuyan en el mejoramiento de la calidad 
de vida de sus habitantes y permitan crear espacios de 
dispersión para la juventud y consolidación de prácti-
cas de paz.

Es de conocimiento general que el municipio de La 
Sierra, departamento del Cauca en el año de 1999, su-
frió un colapso, a raíz de los problemas geológicos de la 
zona y algunas obras de infraestructura de la cabecera 
municipal, vías terciarias y estructuras veredales, que-
daron totalmente afectados, igualmente se presentaron 
condiciones de deterioro de los sistemas de alcantari-
llado pluvial y sanitario y circunstancias ambientales 
severas, generando con ello un impacto negativo en el 
componente social de la región, que hasta el momento 
no se ha podido superar de manera contundente.

Por lo expuesto anteriormente y teniendo en cuen-
ta la realidad presupuestal que maneja este municipio, 
por ser de sexta categoría, es necesario que el Gobierno 
Nacional con motivo de la celebración de los 100 años 
del municipio de La Sierra se vincule con la ejecución 
y desarrollo de las obras propuestas con el presente 
proyecto; las cuales contribuirían de manera efectiva a 
la prevención de muchos problemas sociales, entre los 
cuales se destacan los siguientes:

a) El deterioro paulatino de la salud de los habi-
tantes;
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b) El desplazamiento forzado;
c) El crítico problema de inseguridad y orden públi-

co que padece el municipio;
d) La poca inversión privada en el municipio moti-

vada por el grave deterioro de la infraestructura y las 
vías municipales;

de la administración municipal como de las familias, 
originada por la falta de empleo;

f) La descomposición social que existe en el muni-
cipio motivada por la falta de inversión pública en los 
sectores tan importante como salud, educación, recrea-
ción, vivienda, entre otros.

12.311 personas de La Sierra Cauca distribuida de la 
siguiente manera:

• Cuadro 1.

• Cuadro 2.

• Cuadro 3.

3. Facultad de los congresistas en la presentación 
de este tipo de iniciativa legislativa (constitucional 
y legal)

a) Aspectos constitucionales
Los artículos 150, 154, 334, 339, 341, 345 y 359 

del Congreso de la República de interpretar, reformar y 
derogar las leyes; a la facultad que tienen los miembros 
de las Cámaras Legislativas de presentar proyectos de 
ley y/o acto legislativo; lo concerniente a la dirección 
de la economía por parte del Estado; la obligación del 
Gobierno Nacional en la elaboración del Plan Nacional 
de Desarrollo; y la prohibición constitucional de que 

con excepción las contempladas en el numeral 3 del 
artículo 359 Constitucional.

Es así como en el artículo 150 de la Constitución se 
establece en su numeral 3 que le corresponde al Con-
greso hacer las leyes y por medio de ellas ejercer fun-
ciones entre ellas las concernientes a la aprobación del 
Plan Nacional de Desarrollo y de inversiones públicas 
que hayan de emprenderse o continuarse, con la deter-
minación de los recursos y apropiaciones que se auto-
ricen para su ejecución, y las medidas necesarias para 
impulsar el cumplimiento de los mismos. De igual for-
ma, establece en su numeral 11 que le corresponde al 
Congreso establecer las rentas nacionales y los gastos 
de administración; esto en concordancia con el segun-
do inciso del artículo 345 ibídem, el cual consagra que 
no se podrá hacer erogación con cargo al Tesoro que no 
se halle en el presupuesto de gastos.

El artículo 334 de la Constitución orienta la inicia-
tiva en el respeto de la función estatal de la dirección 
general de la economía y en su intervención por man-

-
tividad y la competitividad y el desarrollo armónico de 
las regiones. 

El artículo 339 de la Constitución, que establece las 
consideraciones, contenidos e importancia de la con-
formación de un Plan Nacional de Desarrollo, el cual 
se relaciona ya que este tipo de iniciativas buscan hacer 
explícito la necesidad de inversión en un ente territorial 

-
templará la administración central. 

El artículo 341 de la Constitución exige por parte 
del Gobierno la elaboración del Plan Nacional de De-
sarrollo.

Es así que de estas normas de orden constitucional 
se puede establecer la exigencia del análisis económi-
co, la participación de los entes territoriales y las com-
petencias en la elaboración de la inversión y los gastos 
públicos.

La Ley 819 de 2003, por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad 

.
La Ley 715 de 2001, por la cual se dictan normas 

orgánicas en materia de recursos y competencias de 
conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 
(Acto Legislativo número 01 de 2001) de la Consti-
tución Política
Sistema General de Participaciones, y también se tiene 
en cuenta el artículo 102 en el sentido de restricciones 

General de la Nación no podrán incluirse apropiacio-

transferidas a las entidades territoriales, diferentes de 
las participaciones reglamentadas en ellas, sin perjuicio 
de las apropiaciones presupuestales para la ejecución 
de funciones a cargo de la Nación con participación de 
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las entidades territoriales, del principio de concurrencia 

desarrollo de funciones de competencia exclusiva de 
las entidades territoriales.

-
formación del Sistema General de Participación.

Este proyecto de ley es acorde a las normas cons-
titucionales y legales; artículos 150 numeral 19, 151, 
154, 287, 288 y 355 superiores; Leyes Orgánicas de 
Presupuesto. 

b) Aspectos legales 
La Ley 5ª de 1992 (Reglamento Interno del Congre-

so) dispone en su artículo 140, que la iniciativa legisla-
tiva puede tener su origen en las Cámaras Legislativas, 
y en tal sentido, el mandato legal, dice:

“Artículo 140. Iniciativa Legislativa. Pueden pre-
sentar proyectos de ley:

1. Los Senadores y Representantes a la Cámara in-
dividualmente y a través de las bancadas”. 

Una vez analizado el marco constitucional y legal 
de la iniciativa parlamentaria, y llegados a la conclu-
sión de que el Proyecto de ley número 262 de 2013 
Cámara, se encuentra enmarcado dentro del ámbito de 
la Constitución y la ley; el Congreso de la República, 
no invade órbitas ni competencias de otras Ramas del 
Poder Público, en especial las que le corresponden al 
Ejecutivo en cabeza del Gobierno Nacional, con la úni-
ca salvedad que se debe tener en cuenta lo establecido 
en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003.

4. Análisis jurisprudencial relacionado con la 
iniciativa del Congreso en el gasto

La Corte Constitucional mediante Sentencia C-441 
del 8 de julio de 2009, respecto a la iniciativa que tie-
nen los Congresistas, ha manifestado:

“INICIATIVA LEGISLATIVA EN MATERIA 
DE GASTO PÚBLICO-Reiteración de jurisprudencia

La jurisprudencia ha indicado que tanto el Congre-
so de la República como el Gobierno Nacional poseen 
iniciativa en materia de gasto público. El Congreso 
está facultado para presentar proyectos que compor-
ten gasto público, pero la inclusión de las partidas 
presupuestales en el presupuesto de gastos es facultad 
exclusiva del Gobierno. También ha indicado que el le-
gislador puede autorizar al Gobierno Nacional para 
realizar obras en las entidades territoriales, siempre 
y cuando en las normas respectivas se establezca que 

-
ciación.

La Corte Constitucional mediante Sentencia C-343 
de 1995, respecto a la iniciativa que tienen los Congre-
sistas, ha manifestado:

Con Magistrado Ponente, doctor Vladimiro Naranjo 
Meza la Corte sostuvo que “la iniciativa parlamenta-
ria para presentar proyectos de ley que decreten gas-

Presupuesto General de la Nación. Simplemente esas 
leyes servirán de título para que posteriormente, a ini-
ciativa del Gobierno, se incluyan en la Ley Anual del 
Presupuesto las partidas necesarias para atender esos 
gastos”.

En Sentencia C-360 de 1996 en lo que tiene que ver 
con el principio de la iniciativa parlamentaria en mate-
ria de gasto público, la Corte dijo que “ Las leyes que 
decreten gasto público –de funcionamiento o de inver-
sión– no se encuentran constitucionalmente atadas a 
la iniciativa gubernamental y , por lo tanto, no resulta 
legítimo restringir la facultad del Congreso y de sus 
miembros, de proponer proyectos sobre las referidas 

materias, con la obvia salvedad de que la iniciativa de 
su inclusión en el proyecto de presupuesto corresponde 
exclusiva y discrecionalmente al Gobierno”.

Al respecto, es importante determinar la línea juris-
prudencial que ha tenido la Corte Constitucional frente 
al análisis de las leyes de homenaje, honores, conme-
moraciones y monumentos, para el tema que nos ocupa 
se tomó una Sentencia Reciente la C-015A de 2009, 
que realiza un análisis de inconstitucionalidad frente a 
las objeciones presidenciales al Proyecto de ley núme-
ro 72 de 2006 Senado, 231 de 2007 Cámara, por la 
cual la Nación se vincula a la celebración de los treinta 
(30) años de existencia jurídica de la Universidad de 
La Guajira y ordena en su homenaje la construcción 
de algunas obras.

De esta manera, sobre el problema jurídico plantea-
do la Corte Constitucional, sostiene lo siguiente:

“12. Ahora bien, en relación con las leyes que de-
cretan gasto público pese a que el Ejecutivo no estuvie-
re de acuerdo con él, esta Corporación ha concluido 
que esas iniciativas son compatibles con el artículo 7° 
de la Ley 819 de 2003 y no violan el artículo 151 de 
la Constitución, cuando consagran autorizaciones de 
inclusión en el Presupuesto Anual de la Nación o de 

no se imponen como órdenes imperativas. La Sentencia 
C-782 de 2001, providencia que en esta oportunidad 
también se reitera, explicó así el argumento:

“… esta Corte ha señalado que, salvo las restric-
ciones constitucionales expresas, el Congreso puede 
aprobar leyes que comporten gasto público. Sin em-
bargo, corresponde al Gobierno decidir si incluye o 
no en el respectivo proyecto de presupuesto esos gas-
tos, por lo cual no puede el Congreso, al decretar un 
gasto, ‘ordenar traslados presupuestales para arbitrar 
los respectivos recursos’. Por ende, el escrutinio judi-
cial para determinar si en este aspecto una ley es o 
no constitucional consiste en analizar si la respectiva 
norma consagra ‘un mandato imperativo dirigido al 
ejecutivo”, caso en el cual es inexequible’, o si, por el 
contrario, se trate de una ley que se contrae a decretar 
un gasto público y, por lo tanto, a constituir un título 

-
tida correspondiente, en la ley de presupuesto”, evento 
en el cual es perfectamente legítima.

Así, la Ley 609 de 2000 es, entre muchas otras, una 
norma legal que el gobierno habrá de tener en cuen-

Presupuesto Nacional, los gastos públicos que en ella 
se autorizan con el propósito de exaltar la memoria 
del ex General Gustavo Rojas Pinilla. De este modo, 
“la iniciativa parlamentaria para presentar proyec-
tos de ley que decreten gasto público, no conlleva la 

Nación (…) simplemente esas leyes servirán de título 
para que posteriormente, a iniciativa del Gobierno, se 
incluyan en la Ley Anual del Presupuesto las partidas 
necesarias para atender esos gastos…”. En este orden 
de ideas, las autorizaciones que allí se hacen a pesar 
del lenguaje imperativo con el que están redactadas y 
la alusión a sumas de dinero concretas, no dejan de ser 
disposiciones que entran a formar parte del universo 
de gastos que ha de tener en cuenta el Gobierno para 
formular el proyecto de presupuesto anual y, en todo 
caso, las erogaciones autorizadas que se incorporan al 
proyecto anual del Presupuesto General de la Nación, 
formarán parte de este ‘de acuerdo con la disponibili-
dad de los recursos, y las prioridades del Gobierno’, 
siempre de la mano de los principios y objetivos gene-
rales señalados en el Plan Nacional de Desarrollo, en 
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el Estatuto Orgánico del Presupuesto y en las disposi-
ciones que organizan el Régimen de Ordenamiento Te-
rritorial repartiendo las competencias entre la Nación 
y las entidades territoriales”.

ESTUDIO DE IMPACTO FISCAL EN PRO-
YECTO DE LEY QUE DECRETA GASTO PÚ-
BLICO-Importancia

El artículo 7º de la Ley 819 de 2003 prescribe que 
en los proyectos de ley que decreten gasto público debe 

proyecto deberá estar en armonía con el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo, artículo este sobre el cual la Cor-

precisando que los primeros tres incisos del artículo 7° 
de la Ley 819 de 2003 deben entenderse como paráme-
tros de racionalidad de la actividad legislativa, y como 
una carga que le incumbe inicialmente al Ministerio de 
Hacienda, una vez que el Congreso ha valorado, con la 
información y las herramientas que tiene a su alcance, 

para mejorar la labor legislativa e interpretando el 
-

tener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las 
realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras 
insalvables en el ejercicio de la función legislativa ni 
crear un poder de veto legislativo en cabeza del Minis-
tro de Hacienda. 

‘Es decir, el mencionado artículo debe interpretar-

que se dicten tengan en cuenta las realidades macro-
económicas, pero sin crear barreras insalvables en el 
ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de 
veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda. 
Y en ese proceso de racionalidad legislativa la carga 
principal reposa en el Ministerio de Hacienda, que es 
el que cuenta con los datos, los equipos de funciona-
rios y la experticia en materia económica. Por lo tanto, 
en el caso de que los congresistas tramiten un proyecto 
incorporando estimativos erróneos sobre el impacto 

o sobre la compatibilidad del proyecto con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo, le corresponde al Ministro 
de Hacienda intervenir en el proceso legislativo para 
ilustrar al Congreso acerca de las consecuencias eco-
nómicas del proyecto. Y el Congreso habrá de recibir y 
valorar el concepto emitido por el Ministerio. No obs-
tante, la carga de demostrar y convencer a los congre-
sistas acerca de la incompatibilidad de cierto proyecto 
con el Marco Fiscal de Mediano Plazo recae sobre el 
Ministro de Hacienda. 

‘Por otra parte, es preciso reiterar que si el Minis-
terio de Hacienda no participa en el curso del proyecto 
durante su formación en el Congreso de la República, 

encuentra viciado por no haber tenido en cuenta las 
condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 
819 de 2003. Puesto que la carga principal en la pre-

-
tos reside en el Ministerio de Hacienda, la omisión del 
Ministerio en informar a los congresistas acerca de los 
problemas que presenta el proyecto no afecta la validez 
del proceso legislativo ni vicia la ley correspondiente”. 
(Secretaría General del Senado de la República).

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO EN PROYECTO DE LEY QUE DE-
CRETA GASTO PÚBLICO-Carga de demostrar in-

de mediano plazo.

En el proceso de racionalidad legislativa la carga 
principal reposa en el Ministerio de Hacienda, que es 
el que cuenta con los datos, los equipos de funciona-
rios y la experticia en materia económica. Por lo tanto, 
en el caso de que los congresistas tramiten un proyecto 
incorporando estimativos erróneos sobre el impacto 

o sobre la compatibilidad del proyecto con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo, le corresponde al Ministro 
de Hacienda intervenir en el proceso legislativo para 
ilustrar al Congreso acerca de las consecuencias eco-
nómicas del proyecto. Y el Congreso habrá de recibir y 
valorar el concepto emitido por el Ministerio. No obs-
tante, la carga de demostrar y convencer a los congre-
sistas acerca de la incompatibilidad de cierto proyecto 
con el Marco Fiscal de Mediano Plazo recae sobre el 
Ministro de Hacienda.

CONCEPTO DEL MINISTERIO DE HACIEN-
DA Y CRÉDITO PÚBLICO EN PROYECTO DE 
LEY QUE DECRETA GASTO PÚBLICO-Carácter 
general constituye una omisión del deber de ilustrar al 

CONCEPTO DEL MINISTERIO DE HACIENDA 
Y CRÉDITO PÚBLICO EN PROYECTO DE LEY 
QUE DECRETA GASTO PÚBLICO-Omisión no 
constituye vicio de trámite

En el presente caso, el escrito del Gobierno Nacio-
nal al Congreso de la República se limita a advertir que 
el proyecto de ley “no es congruente con las perspec-

cuatrienio” y a solicitarle que analice la pertinencia 
de la aprobación de la ley, dado que genera “mayores 
presiones de gasto público”. Como se ha precisado en 

restringió a presentar un concepto general sobre los 
posibles efectos del proyecto, sin cumplir con su obli-
gación de ofrecer a los congresistas elementos técnicos 

proyecto. De esta manera, el Gobierno desatendió su 
obligación de ilustrar al Congreso con elementos téc-

-
tas del proyecto. En vista de ello, habrá de concluirse, 
tal como se ha reiterado en distintas providencias, que 
“puesto que la carga principal en la presentación de 

Ministerio de Hacienda, la omisión del Ministerio en 
informar a las congresistas acerca de los problemas 
que presenta el proyecto no afecta la validez del proce-
so legislativo ni vicia la ley correspondiente”.

Las razones expuestas en la presente ponencia, ha-
cen que la iniciativa legislativa en estudio tenga viabi-
lidad y sea acorde a lo establecido en las normas cons-
titucionales, legales y jurisprudenciales plasmadas por 
la Corte Constitucional.

5. Antecedentes legislativos de la iniciativa en es-
tudio

El Proyecto de ley número 262 de 2013 Cámara, fue 
presentado a consideración del Congreso de la Repú-
blica el día 2 de abril de 2013, por el honorable Repre-
sentante Crisanto Pizo Mazabuel, siguiendo su trámite 
legislativo de esta manera:

a) Publicación proyecto de ley: Gaceta del Congre-
so de la República número 177 de 2013;

b) Recibido en la Comisión Cuarta Constitucional 
Permanente el día 18 de abril de 2013, conforme a lo 
establecido en la Ley 3ª de 1992;

de abril de 2013, se me designó como Ponente para Pri-
mer Debate.
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Por las consideraciones plasmadas en la presente 
ponencia, solicito a los miembros de la Comisión Cuar-
ta Constitucional Permanente de la honorable Cámara 
de Representantes aprobar en primer debate el Proyec-
to de ley número 262 de 2013 Cámara, por medio de la 
cual la Nación se asocia y rinde homenaje al municipio 
de La Sierra, del departamento del Cauca, con motivo 
de la celebración de los 100 años de fundación.

De los honorables Representantes, con atención,
Roberto Ortiz Urueña,

Representante a la Cámara,
Valle del Cauca,

Ponente.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  

DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 262 DE 2013 CÁMARA

por medio de la cual la Nación se asocia y rinde home-
naje al municipio de La Sierra, del departamento del 
Cauca, con motivo de la celebración de los 100 años 

de fundación.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La Nación se vincula a la conmemo-

ración y rinde público homenaje al municipio de La 
Sierra, del departamento del Cauca, con motivo de la 
celebración de los 100 años de su fundación, al cum-
plirse el 18 de abril de dos mil trece (2013).

Artículo 2º. El Gobierno Nacional y el Congreso de 
la República rendirán honores al municipio de La Sie-
rra, departamento del Cauca, en la fecha que las auto-
ridades locales señalen para el efecto, y se presentarán 
con comisiones integradas por miembros del Gobierno 
Nacional y el Congreso de la República.

Artículo 3º. Autorícese al Gobierno Nacional para 
que en cumplimiento y de conformidad con los artícu-
los 334, 339, 341 y 345 de la Constitución Política y de 
las competencias establecidas en la Ley 715 de 2001 y 
1176 de 2007, asigne en el Presupuesto General de la 
Nación, y/o promueva a través del Sistema Nacional 

-

siguientes obras de infraestructura de utilidad pública 
y de interés social, promotoras del desarrollo regional, 

Sierra, en el departamento del Cauca:
• Construcción de la Casa de la Cultura.
• Construcción de la cubierta de la Galería Muni-

cipal.
• Construcción del Polideportivo de la Vereda Los 

Árboles.
• Mejoramiento de las vías terciarias del municipio.
Artículo 4°. Para dar cumplimiento a lo dispuesto 

en la presente ley se autoriza igualmente la celebración 
-

ción y la celebración de convenios interadministrativos 
entre la Nación, el departamento del Cauca y el muni-
cipio de La Sierra.

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su promulgación.

De los honorables Representantes, con atención,
Roberto Ortiz Urueña,

Representante a la Cámara,
Valle del Cauca,

Ponente.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 98  

DE 2011 SENADO, 281 DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual se adoptan normas y requisitos 
mínimos para el uso y supervisión técnica de sistemas 
verticales de transporte de personas de tipo eléctrico, 
automático y mecánico y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 11 de junio de 2013
Señor
SILVIO VÁSQUEZ VILLANUEVA
Presidente Comisión Sexta 
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer deba-

te al Proyecto de ley número 98 de 2011 Senado, 281 
de 2013 Cámara, por medio de la cual se adoptan nor-
mas y requisitos mínimos para el uso y supervisión téc-
nica de sistemas verticales de transporte de personas 
de tipo eléctrico, automático y mecánico y se dictan 
otras disposiciones.

Señor Presidente:
En cumplimiento del honroso encargo conferido 

por la Comisión Sexta de la Cámara, como ponente 
para primer debate en la Comisión Sexta de la Cáma-
ra de Representantes, someto a consideración de esta 
Corporación el informe de ponencia para primer debate 
correspondiente al Proyecto de ley número 98 de 2011 
Senado, 281 de 2013 Cámara, por medio de la cual se 
adoptan normas y requisitos mínimos para el uso y su-
pervisión técnica de sistemas verticales de transporte 
de personas de tipo eléctrico, automático y mecánico y 
se dictan otras disposiciones.

I. Trámite
El presente proyecto de ley fue presentado por el 

Senador Carlos Emiro Barriga Peñaranda el día 25 de 
agosto de 2011 ante la Secretaría del Senado, bajo el 
número 98 y repartido ese mismo día para su trámite 
correspondiente a la Comisión Sexta del Senado, sur-
tió los dos debates en el Senado de la República y fue 
aprobado por la Plenaria del Senado el día 3 de abril del 
2013, este proyecto de ley es trasladado a la Comisión 
Sexta de la Cámara de Representantes para que fuera 
sometido a discusión en primer debate en Cámara, con 
número de radicación 281 de 2013 Cámara, la Mesa 
Directiva de la Comisión Sexta de Cámara designa 
como ponente del Proyecto de ley número 98 de 2011 
Senado, 281 de 2013 Cámara, al Representante a la Cá-
mara Ciro Antonio Rodríguez.

II. Antecedentes
Un proyecto en este mismo sentido y con igual título 

fue presentado por el Senador Carlos Emiro Barriga Pe-
ñaranda el día 20 de octubre de 2010 ante la Secretaría 
del Senado, bajo el número 178 y repartido en esa fecha 
para su trámite correspondiente a la Comisión Sexta. El 
proyecto fue retirado y se presentó nuevamente el 25 
de agosto de 2011 ante la Secretaría del Senado, bajo el 
número 98, la ponencia para primer debate en Senado 
fue publicado en la Gaceta del Congreso número 767 
de 2011 y el texto aprobado en Plenaria de Senado fue 
publicado en la Gaceta del Congreso número 197 de 
2013 y radicado en la Cámara de Representantes el 12 
de abril de 2013 con el número 281 de 2013. 

III. Contenido y objeto del proyecto
El proyecto de ley puesto a consideración del Con-

greso de la República y que consta de doce (12) artícu-
los, no solo pretende que se puedan evitar accidentes, 
sino que los usuarios hagan uso responsable de estos 
elementos y colaboren en la buena utilización de estos 
sistemas verticales de transporte de personas.
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El objetivo del proyecto es el de establecer medidas 
y controles mínimos para el uso de tales sistemas con 
fundamento en: prevención, señalización, vigilancia y 
control.

El contenido de este proyecto pretende llenar el va-
cío regulatorio que en tal sentido se presenta, pues el 
país está huérfano de una normatividad para controlar 
el mantenimiento de los sistemas verticales de trans-
porte de personas, eléctricos, automáticos y mecánicos 

En este orden de ideas, la presente iniciativa esta-
blece seguridad, señalización, revisión mecánica, que 
brindarán a los usuarios de estos mecanismos, medidas 
mínimas en la prevención de accidentes, estableciendo 
sanciones y hasta el cierre de establecimientos que no 
cumplan con las condiciones de seguridad básicas que 
garanticen el bienestar de los ciudadanos.

IV. Consideraciones generales
-

ción de Motivos, “los accidentes producidos por el mal 
uso de los sistemas verticales de transporte de persona, 
electrónicos, automáticos y mecánicos dentro de edi-

meses el país se ha enterado, a través de los medios de 
comunicación, de frecuentes accidentes en este tipo de 
sistemas de transporte, sobre todo en centros comer-
ciales. Además, las víctimas han resultado ser, en su 
mayoría, niños y jóvenes.

Las causas de estos lamentables hechos han sido 
problemas en el funcionamiento de los aparatos.

Comoquiera que los sistemas verticales de trans-
porte de personas forman parte de la vida cotidiana de 
los habitantes de los centros urbanos, se hace necesaria 
la expedición de una norma legislativa al respecto, al 
igual que de la correspondiente reglamentación guber-
namental.

Este proyecto de ley, que tiene como objeto estable-
cer medidas y controles mínimos para el uso de los re-
feridos sistemas y que se fundamenta en la prevención, 
señalización, vigilancia, control y sanción, se presenta 
en un momento oportuno y se convierte en pertinente 
y afortunado. Tiene la razón el autor cuando indica que 
“el país está huérfano de una normatividad para con-
trolar el mantenimiento de los sistemas verticales de 
transporte de persona, eléctrico, automáticos y mecáni-

De manera que la iniciativa merece ser acogida por 
el Congreso de la República y de ahí que se proponga 
ponencia positiva.

Proposición
Por lo anteriormente expuesto, solicito a la honora-

ble Comisión Sexta de la Cámara de Representantes, 
dar primer debate al Proyecto de ley número 98 de 
2011 Senado, 281 de 2013 Cámara, por medio de la 
cual se adoptan normas y requisitos mínimos para el 
uso y supervisión técnica, de sistemas verticales y ho-
rizontales de transporte, de tipo eléctrico, automático 
y mecánico y se dictan otras disposiciones.

Atentamente
Ciro Antonio Rodríguez Pinzón,

Ponente.

TEXTO QUE SE PROPONE PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 098 

DE 2011 SENADO, 281 DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual se adoptan normas y requisitos 
mínimos para el uso y supervisión técnica de sistemas 
verticales de transporte de personas de tipo eléctrico, 
automático y mecánico y se dictan otras disposiciones. 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley establece cri-
terios y requisitos mínimos para el uso, señalización y 
supervisión técnica de sistemas verticales y horizonta-
les de transporte de personas, tanto electrónico como 

-
nes, para generar condiciones óptimas de seguridad, 
prevención y reducción del riesgo de accidentes.

Artículo 2°. . Un sistema vertical de 
transporte de personas eléctrico automático es un dis-
positivo de transporte inclinado, cuyo movimiento es 
hacia arriba o hacia abajo, y se usa para trasladar con 
comodidad y rápidamente un gran número de perso-

centros comerciales y aeropuertos.
Un sistema horizontal de transporte de personas 

eléctrico automático es un dispositivo de transporte no 
inclinado, cuyo desplazamiento se realiza de manera 

-
modidad y rapidez un gran número de personas en un 
mismo piso.

Atendiendo el número de posibles usuarios y su 

artículo 1° se distinguen los siguientes sistemas:
a) Escaleras eléctricas, automáticas y mecánicas;
b) Rampas;
c) Ascensores y similares;
d) Bandas transportadoras, eléctricas, automáticas y 

mecánicas.
Artículo 3°. Ámbito de aplicación. Todas aquellas 

y que cuenten con sistemas de transporte vertical y/o 
horizontal de personas deberán sujetarse a las normas 
establecidas en la presente ley y en las disposiciones 
que las reglamenten.

Artículo 4°. Supervisión técnica. Empresas técnica-

mecánico de estos sistemas. Dicha revisión se realizará 

buen funcionamiento y la seguridad de estos disposi-
tivos.

Artículo 5°. Alcance de la supervisión técnica. El 
alcance, procedimientos y controles mínimos de la su-
pervisión técnica serán establecidos por el Gobierno 
Nacional, en los términos de su reglamentación.

Artículo 6°. Obligatoriedad. A partir de la vigencia 

con sistemas verticales de transportes de personas, tan-
to eléctrico, automático y mecánico en el país, deberán 

-
dad de estos mecanismos, la cual será reglamentada por 
el Gobierno Nacional.

Artículo 7°. Inspección y vigilancia. Los municipios 
o distritos serán competentes dentro de su jurisdicción 
en materia de autorizaciones, inspecciones y ejercicio 
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funcionen estos sistemas, conforme a la reglamenta-
ción que al respecto expida el Gobierno Nacional.

La inspección y vigilancia corresponde a la depen-
-

nicipio o distrito determine.
El Gobierno Nacional estandarizará las competen-

cias técnicas, idoneidad profesional y niveles de capa-
citación de los funcionarios de las diferentes empresas 

-
miento y seguridad de los sistemas verticales de trans-
porte de personas.

Artículo 8°. Sin perjuicio de la reglamentación que 
expide el Gobierno Nacional sobre las medidas de se-
guridad que deban cumplir los responsables de los sis-
temas verticales de transporte de personas se estable-
cen los siguientes parámetros así:

a) No se debe permitir el acceso a menores de doce 
(12) años sin la compañía de un adulto;

b) Se deberá garantizar la atención inmediata de pri-
meros auxilios y el transporte adecuado de las personas 
que sufran algún tipo de lesión durante el manteni-
miento o funcionamiento de los sistemas de transporte 
vertical y/o horizontal;

transporte vertical deberán disponer de personal ca-
pacitado y elementos necesarios para la atención de 
emergencias, lo cual será reglamentado por el Gobier-
no Nacional;

d) Se deberá contar con una señalización clara y 
visible que permita a los usuarios advertir el riesgo y 
peligro de su uso indebido, sobre todo lo señalado en el 
literal a) del presente artículo;

e) Es obligatorio implementar dispositivos de segu-
ridad que activen inmediatamente un sistema de alarma 
provisto de sirena y protección para prevenir accidentes;

-
mas de transporte vertical de personas deberá incluir en 
su plan de emergencias o contingencias el protocolo de 
actuación por incidentes en estos sistemas, los cuales 
deberán estar articulados y acordes con los planes de 
emergencia.

Artículo 10. Disposiciones transitorias -
ciones que a la entrada en vigencia de la presente ley se 
encuentren en construcción, deberán adecuarse a estas 
disposiciones.

Las licencias de construcción de proyectos inmobi-
liarios que contengan estos sistemas deberán exigir lo 
dispuesto en la presente ley a partir de su entrada en 
vigencia.

entrada en vigencia de la presente ley se encuentren 
en servicio, tendrán plazo de seis (6) meses, contados 
a partir de la reglamentación que expida el Gobierno 
Nacional, para cumplir con las disposiciones en ella 
contenidas.

Artículo 11. El Gobierno Nacional dispondrá de seis 
(6) meses, contados a partir de la fecha de aprobación 
de la presente ley para expedir la reglamentación co-
rrespondiente.

Artículo 12. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su publicación y deroga todas las dispo-
siciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Cordialmente

Ciro Antonio Rodríguez Pinzón,
Ponente.

COMISIÓN SEXTA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SUSTANCIACIÓN
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  

DEBATE
Bogotá, D. C., 12 de junio de 2013
En la fecha fue recibido el informe de ponencia para 

primer debate y el texto que se propone para primer 
debate al Proyecto de ley número 98 de 2011 Senado, 
281 de 2013 Cámara, por medio de la cual se adoptan 
normas y requisitos mínimos para el uso y supervisión 
técnica, de sistemas verticales y horizontales de trans-
porte, de tipo eléctrico, automático y mecánico y se 
dictan otras disposiciones.

Dicha ponencia fue presentada por el honorable Re-
presentante Ciro Antonio Rodríguez Pinzón.

Mediante Nota Interna número C.S.C.P. 3.6 – 120/ 
del 12 de junio de 2013, se solicita la publicación en la 
Gaceta del Congreso de la República.

El Secretario,
Fernel Enrique Díaz Quintero.
* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 289  

DE 2013 CÁMARA
 

de trabajo de los trabajadores dependientes  
del comercio y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 11 de junio de 2013 
Honorable Representante
RAFAEL ROMERO PIÑEROS
Presidente Comisión Séptima Constitucional Per-

manente
Cámara de Representantes
Ciudad
Respetado señor Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa 

Directiva de la Comisión Séptima Constitucional Per-
manente de la Cámara de Representantes y acatando el 
Reglamento del Congreso en sus artículos 156, 157 y 
158 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir informe de 
ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 
289 de 2013 Cámara, 
la jornada de trabajo de los trabajadores dependientes 
del comercio y se dictan otras disposiciones, teniendo 
en cuenta las siguientes consideraciones:

1. Antecedentes legislativos de la iniciativa en es-
tudio

1. El Proyecto de ley número 289 de 2013 es de 
iniciativa congresional, fue presentado a consideración 
del Congreso de la República por el honorable Repre-
sentante a la Cámara, doctor Laureano Augusto Acuña 
Díaz, el día 17 de abril de 2013, radicado en la Secreta-
ría General de la Cámara de Representantes.

2. El proyecto en estudio fue debidamente publica-
do en la Gaceta del Congreso número  218 del 22 de 
abril de 2013 del honorable Congreso de la República.

día 30 de abril de 2013, la Mesa Directiva de la Comi-
sión Séptima de la Cámara de Representantes asignó 
para ponencia de primer debate al Proyecto de ley nú-
mero 289 de 2013 a los siguientes Representantes: Luis 
Fernando Ochoa Zuluaga y Carlos E. Ávila Durán. 

2013, el Secretario General de la Comisión Séptima de 

juridico2
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la Cámara de Representantes informa que el honorable 
Representante Carlos Enrique Ávila ha presentado re-
nuncia como ponente al Proyecto de ley número 289 de 
2013, y que teniendo en cuenta lo anterior el honorable 
Representante Luis Fernando Ochoa queda como único 
ponente del citado proyecto de ley. 

2. Objeto de la iniciativa legislativa
De conformidad con el articulado y la exposición de 

motivos del proyecto de ley, esta iniciativa legislativa 

los trabajadores dependientes del comercio y establecer 
el carácter obligatorio e irrenunciable del día primero 
(1°) de mayo para todos los trabajadores. 

3. Contenido de la iniciativa legislativa
El proyecto de ley consta de tres (3) artículos, en los 

cuales se desarrolla: 
Artículo 1°. Establece la implementación de jorna-

-
dientes del comercio, distribuida durante los siete días 
anteriores a las Festividades de Navidad y Año Nuevo.

Artículo 2°. Busca sancionar a los patronos que in-
cumplan lo dispuesto en el artículo 1° del proyecto, con 

smmlv.
Artículo 3°. Da al Día Nacional del Trabajo el ca-

rácter de obligatorio e irrenunciable para todos los tra-
bajadores. 

Este proyecto de ley adolece del artículo de vi- 
gencia.

4. Consideraciones generales
La globalización de la economía, así como el desa-

rrollo las nuevas tecnologías y la integración económi-
ca mundial, ha traído como consecuencia, entre otras, 
la necesidad de establecer jornadas laborales que dejen 

-
bles, de acuerdo con las exigencias del sector económi-
co en el cual se desarrolle la actividad, hasta el punto 
de poder hablar hoy en día de una “economía de 24 
horas”, donde se requiere de una mano de obra que sea 

En el caso colombiano en el año 2002 fue expedida 
la Ley 789 de 2002, “por la cual se dictan normas para 
apoyar el empleo y ampliar la protección social y se 

Trabajo”, en cuyo artículo 25 se estableció que “Tra-
bajo ordinario es el que se realiza entre las seis horas 
(6:00 a. m.) y las veintidós horas (10:00 p. m.)”, así 

durante la semana anterior a Navidad y Año Nuevo, la 
jornada de trabajo de los empleados del sector comer-
cial formal, diferente a restaurantes, clubes y discote-

de trabajo durante la segunda quincena del mes de di-
ciembre.

De acuerdo a lo contemplado por el autor, el espí-
ritu del Proyecto de ley número 289 de 2013 es permi-
tir que los trabajadores del sector comercial, puedan 
compartir con sus familias las horas nocturnas del 24 
y del 31 de diciembre, para ello propone que los em-
pleados formales del comercio, durante los días 17 al 
23 y 25 al 30 de diciembre, no trabajen más allá de 
las diez de la noche (10:00 p. m.) , y que el 24 y el 31 
de diciembre no lo hagan más allá de las nueve de la 
noche (9:00 p. m.).

También el autor presenta la propuesta que el des-
canso del día primero de mayo sea obligatorio para los 
trabajadores.

Ante lo expuesto por el autor considero, con todo 
respeto, que el artículo 1° del proyecto resulta incon-
veniente, ya que el Código Sustantivo del Trabajo en el 
literal d) de su artículo 161 adicionado por el artículo 

de la jornada laboral, la limita a un máximo de 10 horas 
diarias, establece la jornada laboral ordinaria entre las 
6:00 a. m. y las 10:00 p. m., y prohíbe que el trabaja-
dor labore durante dos turnos diarios, no solo en días 
previos al 24 y 31 de diciembre, si no durante todo el 
año laboral.

“Artículo 161 d) <Literal adicionado por el ar-
tículo 51 de la Ley 789 de 2002. El nuevo texto es el 
siguiente:> El empleador y el trabajador podrán acor-
dar que la jornada semanal de cuarenta y ocho (48) 

de trabajo, distribuidas en máximo seis días a la se-
mana con un día de descanso obligatorio, que podrá 
coincidir con el domingo. En este, el número de horas 
de trabajo diario podrá repartirse de manera variable 
durante la respectiva semana y podrá ser de mínimo 
cuatro (4) horas continuas y hasta diez (10) horas dia-
rias sin lugar a ningún recargo por trabajo suplemen-
tario, cuando el número de horas de trabajo no exceda 
el promedio de cuarenta y ocho (48) horas semanales 
dentro de la jornada ordinaria de 6:00 a. m. a 10:00 
p. m.

Parágrafo. El empleador no podrá aún con el con-
sentimiento del trabajador, contratarlo para la ejecu-
ción de dos turnos en el mismo día, salvo en labores 

-
grillas y subrayas para destacar). 

La referencia de que el sector comercial en días 
previos al 24 y al 31 de diciembre, e incluso en esos 
días, extienda su actividad a horarios posteriores a las 
diez de la noche (10:00 p. m.) es evidente, pues hay 
un incremento en la demanda de productos en la época 
decembrina, tanto es así que en ciudades como Bogo-
tá se establecen actividades en pro de lograr un mayor 
número de ventas, como es Bogotá Despierta, ciclovías 

etc., es decir, que los comerciantes en vez de propiciar 
por un cierre de establecimientos, buscan medidas para 

la economía puesto que en la temporada decembrina 
se presenta un incremento en la generación de empleo, 
especialmente el temporal, ya que para extender el ho-
rario están obligados a la contratación de más personal, 
a pagar horas extras a los trabajadores y a la realización 
de turnos de trabajos. Aquí es importante puntualizar 
que “Por sectores, el comercio fue el que más empleos 
generó en el primer trimestre del año (2013), ya que 
en comparación con igual lapso del 2012 tiene 5,4 por 
ciento más de ocupados”1.

Entiendo la intención del autor de este proyecto de 
ley de querer lograr la compatibilidad entre la actividad 
laboral y los demás espacios de la intimidad del traba-
jador, pero pretender que los días 24 y 31 de diciembre 
se establezca un trato preferencial para los trabajado-
res del sector formal del comercio para que no laboren 
más allá de las nueve de la noche (9:00 p. m.), cuando 
para la generalidad de los trabajadores colombianos la 

hasta las diez de la noche (10:00 p. m.) implica la crea-
ción de condiciones de desigualdad en materia laboral, 
favoreciendo con esta medida a un solo grupo de traba-
jadores (los dependientes del comercio formal).

1 http://www.portafolio.co/economia/desempleo-colom-
bia-marzo-2013 La tasa de desempleo bajó en marzo y 
llegó a 10,2 %  -  abril 30 de 2013.
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Ahora bien, debo dejar por sentado que este proyec-
-

ble, toca aspectos relacionados con el horario laboral 
que actualmente está vigente en Colombia, donde los 
trabajadores deben desarrollar sus actividades desde 
las seis de la mañana (6:00 a. m.) hasta las diez de la 
noche (10:00 p. m.), horario a partir del cual sólo ten-
drán derecho al reconocimiento de las horas extras. 

Considero que, en una actuación juiciosa del Ho-
norable Congreso de la República, se debe entrar a re-
visar la jornada laboral de nuestro país, pues la exten-
sión del horario ordinario hasta las 10:00 p. m. obede-
ció a una política gubernamental establecida en el año 
2002 que buscaba la generación de nuevos empleos 
para los colombianos, pues “Durante el 2002, las per-
sonas ocupadas en el total nacional se incrementaron 
en 114 mil y los desocupados lo hicieron en 178 mil. 
Estos resultados incidieron sobre las tasas de ocupa-
ción y desempleo, las cuales se situaron en 51.8% y en 
15.7%, respectivamente”2, hoy once años después la 
realidad es otra, el tema debe ser revisado frente a las 
perspectivas económicas actuales y la generación de 
empleo del Gobierno de Juan Manuel Santos, donde 
la tasa del desempleo para marzo de 2013 se ubicó en 
un 10.2%.3

Esta iniciativa legislativa nos debe llevar a la re-

social que tienen incidencia en la relación laboral, para 
poder permitir que todos los trabajadores colombianos, 
sin distinción de actividad económica, laboren un ho-
rario que sea acorde y compatible con las responsabili-
dades familiares, para que de esta manera el desarrollo 
de la economía no implique la afectación de la familia 
como núcleo fundamental de nuestra sociedad.

Ante la improcedencia del artículo 1° del proyecto 
de ley en estudio, el artículo 2° del mismo, igualmente 
se torna improcedente, puesto que al no establecerse 

-
dientes del comercio en consecuencia no habría lugar 
a sanciones. 

Sin embargo, se debe indicar que este artículo no 
-

dida de los derechos tributarios, así como tampoco lo 
hace en lo referente a la multa de 10 smml por trabaja-
dor afectado por la infracción. 

En cuanto al artículo 3°, donde el autor establece 
que “dada su naturaleza y sentido histórico, el 1º de 
mayo de cada año, Día Nacional del Trabajo, tendrá 
carácter de obligatorio e irrenunciable, para todos los 
trabajadores y trabajadoras, incluidos los dependientes 
del comercio formal”, se debe señalar que el artículo 
177 del Código Sustantivo del Trabajo, dispone:

“Artículo 177. Remuneración -
do por los artículos 1° y 2° de la Ley 51 de 1983. El 
nuevo texto es el siguiente:>

Artículo 1°. Todos los trabajadores, tanto del sec-
tor público como del sector privado, tienen derecho 
al descanso remunerado en los siguientes días de 

: Primero de ene-
ro, seis de enero, diecinueve de marzo, primero de 
mayo, veintinueve de junio, veinte de julio, siete de 
agosto, quince de agosto, doce de octubre, primero de 
noviembre, once de noviembre, ocho de diciembre y 
veinticinco de diciembre, además de los días jueves y 

2 Crónica Económica y Social de Colombia 2002, Depar-
tamento Administrativo Nacional de Estadística.

3 http://www.portafolio.co/economia/desempleo-colom-
bia-marzo-2013 La tasa de desempleo bajó en marzo y 
llegó a 10,2 %  -  abril 30 de 2013.

viernes santos, Ascensión del Señor, Corpus Christi y 
Sagrado Corazón de Jesús”. (Negrillas y subrayas para 
destacar). 

El artículo propuesto por el autor contempla el “ca-
rácter de obligatorio e irrenunciable, para todos los 
trabajadores y trabajadoras, incluidos los dependien-
tes del comercio formal”, del día del trabajo con lo que 
se hace referencia no sólo a su carácter festivo sino 
también a su obligatoriedad e irrenunciabilidad.

La redacción del artículo en comento es taxativa 
al indicar que el primero de mayo de cada anualidad 
tendrá carácter de obligatorio e irrenunciable para TO-
DOS los trabajadores y trabajadoras, sin establecer ex-
cepción alguna, con lo cual se está en contravía a lo 
dispuesto en el artículo 175 del Código Sustantivo del 
Trabajo: 

“Artículo 175. Excepciones
por el artículo 27 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto 
es el siguiente:>

1. El trabajo durante los días de descanso obliga-
torio solamente se permite retribuyéndolo o dando un 
descanso compensatorio remunerado:

a) En aquellas labores que no sean susceptibles de 
interrupción por naturaleza o por motivo de carácter 
técnico;

b) En las labores destinadas a satisfacer necesidades 
inaplazables, como los servicios públicos, el expendio 
y la preparación de drogas y alimentos;

c) En las labores del servicio doméstico y de chofe-
res particulares, y

d) En el caso de la jornada de treinta y seis (36) 
horas semanales del artículo 20 <161> literal c) de esta 
ley en el cual el trabajador sólo tendrá derecho a un 
descanso compensatorio remunerado.

este artículo”.
5. Normatividad chilena sobre jornada laboral 

de los dependientes del comercio y los feriados irre-
nunciables 

Al revisar los ordenamientos jurídicos de otros 
países latinoamericanos, se encuentra que en Chile el 

cuanto a los horarios de trabajo de los dependientes 
del comercio frente a las festividades de navidad y año 
nuevo, así como también estipula la irrenunciabilidad 
del festivo del primero de mayo, en términos muy si-
milares a los propuestos por el autor de la iniciativa 
parlamentaria que nos ocupa, así: 

“Artículo 24. El empleador podrá extender la jor-
nada ordinaria de los dependientes del comercio hasta 
en dos horas diarias durante nueve días anteriores a na-
vidad, distribuidos dentro de los últimos quince días 
previos a esta festividad. En este caso las horas que ex-
cedan el máximo señalado en el inciso 1° del artículo 
22, o la jornada convenida, si fuere menor se pagarán 
como extraordinarias. 

Cuando el empleador ejerciere la facultad prevista 
en el inciso anterior no procederá pactar horas extraor-
dinarias.

1°, en ningún caso, trabajarán más allá de las 23 horas, 
durante los nueve días en los que se extienda la jorna-
da ordinaria. Asimismo, bajo ninguna circunstancia, lo 
harán más allá de las 20 horas del día inmediatamente 
anterior a dicha festividad, como además el día inme-
diatamente anterior al 1° de enero de cada año.



Página 16 Jueves, 13 de junio de 2013 GACETA DEL CONGRESO  413

Las infracciones a lo dispuesto en este artículo 

unidades tributarias mensuales por cada trabajador 
afectado por la infracción. Si el empleador tuviere 
contratado 50 o más trabajadores la multa aplicable 
ascenderá a 10 unidades tributarias mensuales por 
cada trabajador afectado por la infracción. Y cuando 
tuviere contratados 200 o más trabajadores la multa 
será de 20 unidades tributarias mensuales por cada 
trabajador afectado por la infracción”.

“Artículo 35. Los días domingo y aquellos que la 
ley declare festivos serán de descanso, salvo respec-
to de las actividades autorizadas por ley para trabajar 
en esos días. 

Se declara Día Nacional del Trabajo el 1º de mayo 
de cada año. Este día será feriado”.

El artículo 2° de la Ley 19.973 de Chile, establece 
la irrenunciabilidad de ciertas fechas festivas, en los 
términos que a continuación se transcriben:

 “Artículo 2º. Los días 1° de mayo, 18 y 19 de 
septiembre, 25 de diciembre y 1° de enero de cada 
año, serán feriados obligatorios e irrenunciables para 
todos los dependientes del comercio, con excepción 
de aquellos que se desempeñen en clubes, restauran-
tes, establecimientos de entretenimiento, tales como, 
cines, espectáculos en vivo, discotecas, pub, caba-
rets, casinos de juego y otros lugares de juego legal-
mente autorizados. Tampoco será aplicable a los de-
pendientes de expendio de combustibles, farmacias 
de urgencia y de las farmacias que deban cumplir 

Las infracciones a lo dispuesto en este artículo 

unidades tributarias mensuales por cada trabajador 
afectado por la infracción. Si el empleador tuviere 
contratado 50 o más trabajadores la multa aplicable 
ascenderá a 10 unidades tributarias mensuales por 
cada trabajador afectado por la infracción. Y cuando 
tuviere contratados 200 o más trabajadores la multa 
será de 20 unidades tributarias mensuales por cada 
trabajador afectado por la infracción”.

Se denota entonces cómo el autor del presente 
proyecto de ley busca traer a nuestro ordenamiento 
jurídico disposiciones normativas vigentes en Chile, 
sin embargo, pretender en Colombia darle aplicación 
a esta regulación normativa extranjera, implicaría 

pues en nuestra normatividad laboral no se encuentra 

-
bajadores el día 1° de mayo, ya posee un desarrollo 
legal. 

En cuanto a las implicaciones económicas de los 
feriados irrenunciables, se ha indicado4: 

“Cámara de Comercio de Santiago estima mi-
llonarias pérdidas para el país por feriados irrenun-
ciables.

Los feriados irrenunciables sería una de las gran-
des causas por las cuales Chile se arriesga a perder 
cerca de dos mil 700 millones de dólares de ganan-
cias para su producto interno.

4 http://www.biobiochile.cl/2012/09/18/camara-de-co-
mercio-de-santiago-estima-millonarias-perdidas-para-
el-pais-por-feriados-irrenunciables.shtml

Situación que queda plasmado en un estudio de 
la Cámara de Comercio de Santiago, el cual señaló 
que esto provocaría una pérdida de un 1% del PIB 
nacional”.

6. De la existencia de la norma en el sistema ju-
rídico

Una vez analizado el proyecto de ley que nos ocu-
pa, se puede determinar cómo el articulado propuesto 
por el autor y presentado para discusión y aprobación 
de esta honorable Comisión, se encuentra regulado por 
el Código Sustantivo del Trabajo en sus artículos 161 
literal d ( ) y 177 
( -
gioso), normas que se encuentran en plena vigencia y 
aplicación, por lo tanto considero que carece de objeto 
darle trámite legislativo a una iniciativa parlamentaria 
sobre disposiciones legales ya existentes en nuestro or-
denamiento jurídico. 

7. Proposición
De acuerdo con las apreciaciones anteriores, pre-

sento ante la Comisión Séptima de la Cámara de Re-
presentantes, ponencia negativa al Proyecto de ley 
número 289 de 2013, -
liza la jornada de trabajo de los trabajadores depen-
dientes del comercio y se dictan otras disposiciones, 
y le solicito con todo respeto a los honorables Repre-
sentantes archivar este proyecto. 

De los honorables Representantes a la Cámara, 
Luis Fernando Ochoa Zuluaga,

Honorable Representante a la Cámara,
Departamento del Putumayo.
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